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La rcsolucirin emitida cn cl expcdiente 06353-2015-PAi lC" es aquella que
declara FUNDADO ei ¡ecurso de agra\.io constitucional y OI{DENA a la ONP que
cumpl¡ con ejecular la se¡lenci¡ dc licha 10 de noviembre de 20ll en sus propios
ténninos. para lo cual debe expedil trnr nLreva resolución que le olorgue al demandante
la pensión de jubilación miner.r complet¡ previsla en el arliculo 6 de la Ley 25009.
conrrllne c 1u5 cl) ]ld.r¡l1doS J(l \.lu Jl rnd\oria.

Dicha resoh.rción está co¡lbrnloda po¡ los votos de los magistrados Sardón de
Taboada. Ledeslna Narváez y Espinosa-Saldaña Barrcra, cslc irltimo convocado para
dirimir la discordia sLlscitada en ilLrlos. Se deja constancia de quc los magistrados
conclrcldan cn cl sc¡rlido dci lallo ) la rcsolución alcanza los u'cs \,otos confbrmes, tal
como lo prcv¿ cl arliculo 11. priorcr pu|r'afo de1 Reglamerto Normativo del Tribunal
Comlilucional en concordanci¡ con al at,ticrLIo 5, cuarto párr¿rlb dc sL¡ Ley Orgánica.

Irinalmcntr. sc acompaira cl \olo sinitular del magistredo Blunre lronini

Linra. I3 de noviernbrc de 2018
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voTo DE Los MAGTSTRADoS LEDESMA NARvÁEz y
SARDÓN DE TABoADA

VISTO

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Julio C spín Picón
Abad contm la resolución expedida de fojas 369, de 17 de julio de 2015, expedida por la
Primera Sala Civil de la CoÍe Superio¡ de Justicia de Lima, que declaró nula la
Resolución 10, de fecha 15 de julio de 2014, en el extremo que desestima el beneficio
de Fonahpu y da por concluido el proceso; conñ¡mando la apelada en lo demás que
contiene; y,

TENDIENDO A QUD

En la etapa de ejecución del proceso de amparo seguido contra la Oficina de
Normalización Previsional (ONP) se le ordenó a esta que cumpla con ejecutar la
sentencia de vista de 10 de noviembre de 2011, expedida por la Terce¡a Sala Civil
de la Corte Superior de Justicia de Lima, que ordenó que se le otorgue al actor
pensión de jubilación minera por enfermedad profesional, conforme al artículo 6 de
la Ley 25009 y su Reglamento, más el pago de los devengados, los intercses legales
y los costos procesales.

2. En cumplimiento del citado mandato judicial, la demandada expidió la Resolución
1 1 8 109-201 I -ONP/DPR.SC/DL 1 9990, de 28 dc diciembre de 201 1 (f. 296), en ta
que dispuso otorgar al actor pensión de jubilación minem completa conforme a la
Ley 25009, por la suma de S/. 100.00 a paúir del 1 de junio de 1998, actualizada a
la fecha de expedición de la resolución en la suma de S/.270.00 por haber
acreditado ¡1ueve meses de aportaciones.
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3. Mediante escrito de fbjas 321 el recurente formula observación respecto de la
resolución mencionada en el considerando precedente, manifestando que la
demandada no ha cumplido con otorgarle una pensión de jubilación minera
completa por enfemedad profesional, conforme ai artículo 6 de la Ley 25009, pues
le corresponde percibir una pensión de jubilacióo sobre la base de veintiún años y
cuatro meses de apofies. Asimismo, solicita que se le abone la bonificación del
Fonahpu.

4. Mediante resolución de 15 de julio de 2014 (t'. 342) el jnez de ejecución declaró
infundada la observación del demandarte por considerar que Ia pensiól de
jr¡bilación minera se Ie otorgó por enfemedad profesional, por 1o que no es
necesario que la misma sea calculada sob¡e la base de sus aportaciones. Con



!9

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

6

IUililtffiflilt il1il
EXP. N." 06353-2015,P4/lC
LIMA
JULIO CR]SPÍN PICÓN ABAD

relación al pago de la boniñcación del Fonahpu, consideró que no le conespondía
por no habcr sido solicitado dicho pago conjuntamente colt la demanda.

La Sala revisora declaró nula la apelada en el extremo en que desestima el pago del
Fonhapu y ordena al juez de la causa que emita un nuevo pronunciamiento luego de
solicitar al actor que presente la documentación para acreditar que le corresponde
dicho beneficio; y conñrma la apelada en el extremo en que declara infundada la
pretensióD de que se efectúe tma nueva liquidación de la pemión sob¡e la base de
los años de aportaciones.

! [...] sob.e la base de lo desanollado en la resolución emilida en el Expedienre 0168-
2007-Q/TC, este Tribu¡al considera que de ¡nanera excepcional puede aceprarse la
procedencia del RAC cuando se rata de proteger Ia ejecución en sus propjos
táminos de sentencias estimatorias emitidas en procesos constitucionales, tanto para
quienes han obtenido una sen¡encia erimatoria por parte de esre Tribunal, como
para quienes lo han obtenido media¡te una se¡tencia expedida por el Poder judicial.

La procedencia excepcional del RAC en este supuesto tiene por finalidad restablecer
el o¡den juridico constitucional, correspondiendo al Tribunal valorar et grado de
incumpljmiento de las sentencias estimatorias expedidas por el Poder Judicial
cuando éste no cumple dlcha función, devolvicndo lo acruado para que la ins¡ancia
correspondiente dé estricto cumplimiento a lo decla.ado por el Tribunal. Asimismo,
los órganos jurisdiccionales correspondientes se limirará¡ a admitir el recurso de
agravio constitucional, teniendo habilirada su compe¡encia este Tribünat, ante la
negativa del órganojudicial. a través del recurso de queja a que s€ refiere el aficulo
l9 del Código Procesal Conslitucional

7. En el caso, la controversia consiste en determinar si en fase de ejecución de
sentencia se desvifiuó 1o decidido a favor del recrmente en el proceso de amparo a
que se ha hecho referencia en el considerando I supra.

8. En su recu¡so de agravio constitucional, el demandante manifiesta que la ONp no
ha cumplido con otorgarle una pensión de jubilación minera completa, pues le ha
concedido la pensión mínima que le co(esponde a quienes han acreditado menos de
cinco años de apotaciones, equivalente a S/. 270.00, cuando 1() correcto es que se le
otorgue una pensión de jubilación sobre la base de sus veintiún años y cuaÍo meses
de aportes.

9. Al respecto, advertimos de la sentencia materia de ejecución que se ordenó que se le
otorgue al ¡ecuaente pensión de jubilación minera por enfermedad profesional,

En Ia ¡esolución emitida er el Expediente 00201-2007-Q/TC, de fecha 14 de
octubre de 2008, se ha señalado:
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conforme al artículo 6 de la Ley 25009 y su Reglamento, es decir, se detemiüó que
al actor le coresporlde una pensión completa como si hubiera acreditado los
¡equisitos requeddos -.incuenta años de edad y treinta años de apo¡taciones- pam
percibi¡ la pensión de jubilación minera de tabajadores de centro de producción
mi[era, puesto que en dicha modalidad se desempeñó; por tanto, el monto de su
pensión no debe deteminarse atendiendo a los años de apoñaciones efectuados,
porque ello importa gravar la pensión con un requisito exonerado para Ia pensión de
jubilación minera por enfermedad prol'esional.

10. En tal sentido, se evidencia que la emplazada en etapa de ejecución de sentencia
emitió la Resolución 118109-2011-ONP/DPR.SC/DL 19990 (t 296), de mane¡a
defectuosa, por no haber tomado en cuenta que al actor se le había ¡econocido una
pe¡sión minera por enl'ermedad profesional confo¡me a los artículos 6 de la Ley
25009 y 20 del Decreto Supremo 029-89-TR, en razón de que mediante Resolución
8078-2003-GO/ONP, de 14 de octubre de 2003 (t 4), se le ororgó pensión de
invalidez vitalicia por padecer de neumoconiosis con 55% de incapacidad
permanente parcial; motivo po. el cual ]a ONP deberá emitir una nueva resolución
que le otorgue al demandante la pensión actualizada, situiíndosele en el supuesto de
haber acreditado los treinta años de aportes exigidos por ley.

Por estos considerandos! estimamos que se debe

1. Declarar FUNDADO el recurso de agravio constitucional
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2. Ordenar a la ONP que cumpla con ejecuta¡ la sentencia de fecha l0 de noviembre
de 2011 en sus propios términos, para 1o cual debe expedir una nueva resolución
que le otorgue al demandante la pensión de jubilación minera completa p¡evista en
el artículo 6 de la Ley 25009, conforme a los considerandos de la presente
resolución.
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Coincido con el volo de mayoría. Sin embargo, debo realizar las siguientes prccrsloncs cn

torno a su parte resolutiva:

l. Considero c¡ue la linalidad del recurso de agravio constitucional atÍpico es la de revisar la
ejecución en sus propios términos de sentencias estimatorias emitidas en procesos

constitucionales por partc del Podcr Judicial.

2. No podemos perder de vista que en este caso en concreto lo que se resuclve (y sobre lo
quc nos pronunciamos) es acerca de este segundo recurso, el recurso de agrcviu
constitucional atipico. Es ese el recurso que debemos considerar ft¡ndado, infundado o
improcedente.

l. Es necesario ento¡ces tener presente la distinción entre el recL¡rso de cgra'io
constitucional que dio origen a la senlencia del Trib!¡nal clrya correcta ejccucion sc
pretende; y, por otro lado, el recL¡rso de agra!io constitLrcional atípico, el cual reprcscnta un

reourso que permite aesle lribunal el análisis de una resolL¡ción de Ia judicatura ordinaria
emitido como paÍe de Ia ejecución de una sentencia eslimatoria emitida en un proceso
constitucional por parte del Poder Judicial, pudiendo en este escenario nuestro Tribunal
anular. revocar, modificar o conilrmar el pronu¡ciamiento del juez o jucza de la judicatura
ordi¡aria responsable de ejecutar nucstros pronunciamicntos en sus términos.

4. En ese sentido, coincido con la parte resolL¡tiva del volo en mayoría, pucs lo quc
corresponde es declamr ITUNDADO este segundo recu(so y no la resolución impugnada.

S,

ESPINOSA-SALDAÑA BARRNRA 7 ¿<) n -t
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARIIEIIA



;o,.w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EXP. N.'0635t'20r 5-PA/',I C
LIMA
JT,]LIo CRISPiN PICóN ABAD

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLTIME FORTINI,
OPINANDO QUE LO QUE CORRESPONDE ES CONFIRMAR LA RESOLLCTÓN

IMPUGNADA Y NO EMITIR PRONUNCIAMIENTO ALGUNO SOBRE EL
RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

Con cl dcbido respelo por mis colegas Magistrados, discrepo dc la parte resolutiva del aulo
dc ficha 26 de setiembre de 2017, en cuanto resuelve: "Declarar FI]NDADO el recurso de

agravio constilucio¡a1.", pues a mijuicio lo que corrcsponde es REVOCAR la resolución
de fecha l7 de.iulio de 2015, expcdida por la Primera Sala Civil de la Co¡1e Superior de

Justicia de Lirna, y no cmitir pronunciamiento alguno sobre el recurso de ¡g¡avio
conslitucional, cuya concesión lubilitó la intervcnción dcl I'ribunal Constitucional.

Considero que no corrcspondc emitir tal pronunciamiento en el sentido acotado por las

siguientes razones:

EI recurso de agravio constitucional es un medio impugnatorio que persigue la rcvisión
de la resolr¡ción (sentencia o ar¡to) qr¡e deniega, en segunda instancia, una prctensión
de tutela de derechos fundamentales. que declara inf'undada o improccdcnte la
demanda; recurso quc es exclusivo de los procesos constitucionales dc la Iibcrtad.

2. Er1 tal sentido, una vez inte¡puesto dicho medio impugnatorio, cumplidos los reqLrisiros
coÍespondientes y concedido el mismo. se habilita la cornpetencia jurisdiccional del
Tribu¡al Conslitucional para conocer, evaluar y resolver la causa, sea por el londo o
por la forma, y emitir pronunciamiento rcspecto de la rcsolución impugnada para
anularla, rcvocarla, modificarla, confirmarla, pronunciándose directamcnte sobre la
prctensión contcnida cn la dcmanda.

3. Sobre esto último, Monroy Cálvez sostiene que la impugnación "es la vía a través de la
cual se expresa nueslra voluntad en sentido contrario a una situación .jurídica
establecida, la que pretendemos no produzca o no siga produciendo efectosjuridicos"r.

En tal sentido, a mijuicio, una vez admitido un recurso de agravio constitucional, lo
que procede es resolver Ia causa, pronunciándosc sobrc la resolución (auto o sentencia)
impugnada.

VONROY CÁLVLZ, Ju¡n: "^punles para un efudio sobre el recürso de casación en el proceso civil
peruano', en .4¿,¡sr¿ P¿zand de Derccho Prccesal, N' l. I-ima. septiembre 1997, p. 21.
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1 Dl recurso de agravio constitucional no es una pretensión en sí, figura propia del
instituto proccsal de la demanda, pues, como bien se sabe, esta última, además de

canalizar el derecho de acción, contiene la pretensión o petitorio.

Confundir un medio impugnatorio con una prctcnsión o petitorio de demanda no

resulta de recibo, ni menos se compadece con el significado de conceptos procesales
elementales.

6. Si bien es cierto que en el presente caso nos encontramos ante un recurso de agravio
constitucional atípico planteado en la etapa de ejecución de sentencia, no es menos

ciefio quc, una vez concedido este y elevados los actuados ál 'l ribunal Constitucional,
lo que corresponde cs cl análisis de la resolución mate¡ia de impugnación y no del
recurso mismo. Es dccir, Ia revisión de la resolución judicial de la instancia inlerior
que ha sido impugnada para emitir un pronunciamiento sobre la misma. para
determinar si cs armónica y concordante con el cumplimiento de la sentencia
constitucional que se viene ejecutando.

7. Por ello. en el caso de este recurso de agravio constitucional atípico, el eje de
evaluación no vaía, aun cuando el cuestionamienlo se plantee en la etapa postulaloria
o en la etapa de ejecución de una sentencia constitucional, pues desde mi perspectiva,
la decisión que debe adoptarse está relerida a la resolució¡ impugnada, conllmándola,
revocándola o anulándola según conesponda.

8. EIlo sin perjuicio que la regulación de este tipo de medio impugnatorio se haya
establecido direclamente por el 'l ribunal Constitucional y que no haya sido, cn
términos procesales, desarrollado en su jurisprudencia, ya que tal hecho no implica
desconocer categorías plocesales básioas ni caer en una mala práctica proccsal.

La qué


